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 Mis buenos colegas Manuel Sánchez de Diego y Javier Sierra me brindan la oportunidad de introducir al lector de este libro. Desde el punto de vista académico y también desde la práctica, pocas personas están haciendo esfuerzos tan importantes en España en el ámbito de la transparencia. Baste destacar ahora una revista especializada o un congreso internacional que se afianza posiblemente como el más importante en nuestra lengua común.

Pues bien, en esta ocasión coordinan un rico conjunto de aportaciones por más de una veintena de expertas y expertos en gobierno abierto y transparencia españoles y extranjeros. Los escritos que integran esta magna obra van encabezados por importantes reflexiones de Sánchez de Diego y Sierra sobre los retos para una agenda de la transparencia. Me permito ahora destacar las mismas, puesto que me alineo plenamente en sus afirmaciones, en muy buena medida coincidentes con la ponencia inaugural que tuve ocasión de presentar en el IV Congreso Internacional de Transparencia celebrado en 2019 en Málaga.

Y es que nos situamos en un momento clave para el verdadero avance de la transparencia. Lejos de situarnos en una zona de confort y relajación por lo que se ha hecho en los últimos 5 o 6 años —que es mucho— es el momento de concienciarse y estimularse cada uno desde el papel que ocupa. No en vano considero sinceramente que estamos en un momento de verdadero peligro de estancamiento e incluso de retroceso. Da la impresión de que desde las instancias políticas algunos piensan que el tema está ya políticamente amortizado. Parece que con la aprobación y una relativa implantación de la legislación de transparencia, de los portales de transparencia y un sistema que más o menos da respuesta al ejercicio del derecho de acceso, el polideportivo ya se ha inaugurado y da igual que no se use o quede sin mantenimiento.

La transparencia, como es sabido, nació en nuestro país muy tarde respecto del contexto europeo e internacional. Sólo lleva unos años y justo al momento en el que el niño está empezando a andar es cuando necesita más apoyo de los padres. Sin embargo, lo que se detecta es cierto abandono. Ello se exterioriza especialmente por la falta de un liderazgo institucional del Consejo Transparencia y Buen Gobierno (CTBG) estatal desde la triste defunción de su primera Presidenta. Un país como España no puede dejar 2 años con una Presidencia en funciones, pese a lo muy bien que lo está haciendo. Por otra parte, para miles de municipios y otros sujetos obligados la transparencia ni ha empezado a andar. También quedó abandonada una reforma de la legislación de transparencia en marcha desde 2016. Hay que esperar a una relativa estabilidad política y legislativa en España, o al menos una responsabilidad de los legisladores para impulsar la cuestión. Podrían aprovechar la futura transposición de la Directiva europea de denunciantes, para encauzar no pocos problemas que se detectan.

Muy posiblemente es momento de que el reconduzca la estatalidad del derecho de acceso a los documentos públicos. Se echa de menos cierta homogeneidad en elementos básicos que puede incluso afectar a la igualdad de posiciones jurídicas básicas en el territorio español que exige la Constitución. Además, si se dan una serie de requisitos según la jurisprudencia europea nos encontramos ante un derecho fundamental que impone una mayor homogeneidad. Se hace preciso embridar este derecho para evitar algunas asimetrías fuertes que se están dando por las diferentes interpretaciones de las autoridades independientes de transparencia.

Si es buena la variedad e incluso la competencia interpretativa entre las distintas Comunidades Autónomas, debe haber un mínimo común por cuanto afecte a la sustancia del derecho de acceso y evite algunas asimetrías fuertes que se están detectando. Una advertencia: si el legislador acomete esta tarea es deseable que no iguale por los mínimos, esto es, sólo acogiéndose a las tesis menos garantistas de este derecho. Baste recordar como ejemplo las diferencias respecto del alcance de la Ley de Transparencia y de sus garantías respecto del acceso a expedientes abiertos o cerrados, o sobre el acceso por parlamentarios, concejales o interesados en un expediente administrativo. Este tipo de sujetos cuentan con una posición jurídica reforzada en su acceso a la información pública. No obstante, según la autoridad que interprete la muy polémica disposición adicional primera se aplica o no la Ley 19/2013. Y en esta línea se detectan importantes asimetrías por cuánto a los regímenes especiales de transparencia y la aplicación de la legislación general.

El reglamento estatal de desarrollo de la Ley sigue también en la lista de espera, e incluso puede pensarse que para las escasas aportaciones incluso retrocesos que plantea el proyecto de reglamento, quizás sea mejor que no se apruebe y se afronte una reforma en profundidad de la Ley de Transparencia.

El panorama autonómico es ciertamente más esperanzador, al menos, desde el punto de vista normativo. Parece que se va completando el mapa legislativo autonómico español habiéndose producido en algunas ocasiones una interesante competencia en las nuevas leyes que han querido superar y mejorar a las anteriores de otras Comunidades Autónomas. Ahora bien, estas mejoras no se traducen muchas veces en la realidad. Así, por ejemplo, cada ley añade más obligaciones de transparencia activa, por ejemplo, cuando lo cierto es que hoy por hoy prácticamente ninguna Comunidad Autónoma está haciendo un buen seguimiento del cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa. Y a ello hay que reiterar el abandono de miles de municipios y su falta de medios.

También respecto de la publicidad activa, por cuanto a su control y medición, no puedo dejar de mencionar el importante avance que supone el Índice de Transparencia de Canarias, que muy posiblemente va a exportarse a otras comunidades y muchos municipios de España. Se trata de una vía posibilista, efectiva e incluso estimulante para los sujetos obligados. Todo ello a la espera de otros sistemas de medición que no parecen llegar.

Nos encontramos también ante necesidades como la de implantar la transparencia en el diseño y por defecto. Ello ha de tener un alcance en la cultura de las organizaciones públicas, así como en la misma formación de los servidores públicos. Y sobre todo en la gestión de los datos, información, documentos y archivos públicos. Desde el mismo inicio y configuración, cualquier diseño, desarrollo y gestión de sistemas de información ha de partir del cumplimiento no sólo de la normativa de privacidad y protección de datos, sino de la posibilidad de cumplir con las obligaciones de transparencia, tanto respecto del derecho de acceso, cuanto teniendo bien en mente las obligaciones de publicidad activa. De hecho, lejos de ser fuerzas opuestas, un diseño desde la protección de datos y la transparencia permite que no se den muchos conflictos.

Documentalistas y archiveros, siempre olvidados tanto en los desarrollos normativos como en la implantación de estas leyes, son esenciales en este proceso, siendo sus propuestas desde hace años tan acertadas como desoídas. El concepto de archivo único electrónico aparece mal dimensionado. Lamentablemente no se está aprovechando el momento crucial de implantación de la administración digital en España para hacerlo con un sistema integrado de gestión de documentos información y dados. Una buena gobernanza de la información —reclamada por archiveros y documentalistas— es el auténtico suelo para construir un sistema de buena transparencia.

Respecto del derecho de acceso no son pocos los aportes que hay que esperar. Entre otros muchos por mencionar ahora, se detecta la necesidad de que se informe al solicitante sobre la existencia o no de la información solicitada. Y sobre todo, más allá de una lacónica respuesta que diga que la información solicitada no existe, en el caso de que la información hubiera de existir en razón del contexto jurídico, debe darse una explicación o al menos exponerse los esfuerzos realizados para buscar la información. Las causas de inadmisión —las más fuertes barreras al derecho de acceso a la información— también necesitan una clara mejora. Todo hay que decir que frente a la mala regulación del artículo 18 de la Ley 19/2013 y, la casi peor de concepto de expediente del artículo 70 Ley 39/2015, en general hay una positiva línea interpretativa menos restrictiva de las autoridades de transparencia, de alguna jurisprudencia, así como de algún desarrollo reglamentario como el de la Comunidad Valenciana.

Desde el punto de vista de los límites, puede ser interesante que sea necesaria una ley y no otro tipo de normas inferiores la que puedan restringir el derecho de acceso, así como que la Ley de Transparencia sea verdaderamente la norma general. Siguen habiendo peligrosas islas de opacidad, como la legislación de secretos oficiales de hace 60 años. Asimismo y por supuesto, el conflicto con la protección de datos (art. 15) está falto de una regulación mejor. Entre otras medidas, cabe dar más protagonismo a los delegados de protección de datos que ya existen en nuestras administraciones, que pueden ser involucrados de algún modo cuando existe una solicitud de acceso, así como para determinar el alcance de la publicidad activa en las zonas grises que aún se dan.

Por cuánto el procedimiento en el derecho de acceso hay que hacer una labor pedagógica, pero también jurídica, sobre la importancia que tiene que los solicitantes faciliten motivos por los que se solicita la información, pese a que no sea ni mucho menos obligatorio exponerlos. Y es que, en no pocas ocasiones, la falta de información sobre tales motivos dificulta saber el posible interés público de la información solicitada, que permitiría efectuar una adecuada ponderación sobre la existencia de restricciones o límites de los artículos 14 o 15 de la Ley. No olvidemos que para el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) el interés público de la información vinculado a la cualidad del solicitante es un elemento muy importante para otorgar una mayor protección como derecho fundamental.

Cuando se ha de facilitar la información, la sola preferencia de la ley por el formato electrónico parece quedar corta. Si no se facilita la información en formato electrónico —y reutilizable— habrá que justificar el por qué. Asimismo habrá que generar la información en formato electrónico si no lo está en los casos en los que ello suponga un leve tratamiento o proceso para el sujeto obligado. De igual modo, hay que seguir mejorando y simplificando el ejercicio del derecho por vía electrónica. Incluso cabe establecer sistemas de solicitud de acceso en plantillas sencillas sin exigencia de identificación electrónica respecto de informaciones que no exigen una ponderación sobre posibles límites concurrentes, un pseudo derecho de acceso como en el caso del Ayuntamiento de Madrid. Otras muchas mejoras pueden introducirse, como un trámite de audiencia al interesado en el procedimiento de reclamación.

De igual modo es necesario un impulso normativo respecto del carácter ejecutivo de las resoluciones de las autoridades de transparencia y, de la posibilidad de sanción frente a incumplimientos que en ocasiones son ya reiterados. Aunque existen normas sancionadoras en diversas comunidades autónomas, por lo general son impracticables porque no se determina claramente quién es el sujeto responsable infractor. Asimismo, las autoridades de transparencia, como mucho, pueden llegar a instar procedimientos sancionadores. Pero finalmente se exige que el sujeto obligado se auto-sancione por incumplimientos de transparencia. Algo tan difícil como levantarse del suelo, tirándose de los pelos. Tan es así que quien suscribe no conoce la aplicación de sanción alguna. También en el ámbito de las autoridades de transparencia, hay que estudiar la posibilidad de introducir procedimientos de mediación, como se hizo en Cataluña y que ya está en proyectos normativos como el de la Comunidad Valenciana

Respecto de los órganos de control la variedad es muy grande en España y no parece que haya un único modelo más adecuado. La experiencia parece indicar que el elemento decisorio no es la tipología, sino el que cuenten con personal, recursos y cierta visibilidad política y mediática que facilite la pedagogía de sus actuaciones en los sujetos obligados y la ciudadanía. Sin embargo, vamos sin duda a peor en este ámbito, como lo manifiestan las declaraciones de Cádiz 2018 y de Málaga de 2019 que se incluyen en esta obra.

Es posible que las autoridades de transparencia se encuentran en un momento de indefinición en España. Parece que buscan un rumbo: seguir siendo especialmente órganos jurídicos de resolución de reclamaciones de derecho de acceso y asumir efectivamente el papel de vigilar la publicidad activa. Deben plantearse si quieren ir más allá, asumiendo competencias en ámbitos algo más ajenos, como pueden ser cuestiones de registros de intereses y de lobbies, así como vigilando algunos elementos del cumplimiento de este tipo de normativa. También, el conocimiento y actividad jurídicas de las autoridades de transparencia hace que quede razonablemente en su esfera asumir competencias de control del cumplimiento de la normativa de protección de datos por los sujetos públicos, como ya sucede en el caso de Andalucía.

Sin embargo, esta búsqueda de nuevos rumbos puede llevar a las autoridades de transparencia a querer involucrarse en materia de lucha contra la corrupción y el fraude. Esta última opción es posible que desnaturalice a unas instituciones que se van asentando en nuestro país.

Las anteriores son sólo algunas de las peticiones, deseos y reflexiones de quien suscribe a favor de la transparencia en España. Todas ellas en muy buena sintonía con los impulsores de esta obra. Como se dice en mi tierra, tota pedra fa pared. Por insistir en los foros que nos brinden, que no quede.

En esta obra se incluyen más de una decena de aportaciones vinculadas a la transparencia. En las mismas se abordan cuestiones como la importancia del big data, el conflicto con la privacidad, la verdad y la post-verdad en la información pública, particularidades en el cumplimiento de la legislación por sujetos obligados específicos. Igualmente se analizan experiencias de interés en la publicidad activa, así como tan importantes aportaciones desde el punto de vista de archivos y gestión documental.

Pero, como sabemos, la transparencia es un elemento básico dentro de en un concepto más integrador y aún emergente como es el del gobierno abierto. Y en este sentido la obra incluye también muy interesantes reflexiones que vinculan a la participación con la lucha contra la corrupción, así como distintas herramientas participativas en diferentes niveles de gobierno. También la regulación de los lobbies es ampliamente analizada, al igual que la nueva regulación sobre denunciantes y filtraciones, un reto no solo para España, sino también para la Unión Europea de cara a la implantación de la nueva Directiva.

Y vinculado a la lucha contra la corrupción hay que destacar también dos interesantes estudios relativos al foco de mala administración posiblemente más importante que hay en España, como es la contratación pública.

En fin, el lector se encuentra ante una obra que sin duda va a ser referencia obligada no sólo de especialistas en la transparencia, sino que hay que esperar que también para los responsables de su implantación. Felicito pues a los coordinadores de esta obra, un trabajo que se suma a un esfuerzo doctrinal muy relevante en España en los últimos años.

Además de quienes ya estamos convencidos en la importancia del avance de la transparencia y el gobierno abierto, hay que esperar que se genere una sana competencia entre los miles de sujetos obligados por la transparencia. De igual modo hay que esperar y estimular a la ciudadanía, para que no se relaje y valore el cambio de paradigma que supone el gobierno abierto. Solo así los ocupantes de las altas instituciones en nuestro país se verán forzados a mantener también un esfuerzo continuado y perseverante para el logro de la transparencia y el gobierno abierto.
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Del optimismo inicial tras la publicación la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información y Buen Gobierno (LTBG), y una vez que se han desarrollado las principales estructuras de transparencia, la situación evoluciona hacia el estancamiento por la falta de voluntad política y de inversión pública para apoyar las políticas de transparencia y la actuación de los órganos garantes.

Este capítulo aborda los retos pendientes de la transparencia en sus diferentes vertientes, así como las principales reflexiones sobre la mejora de la regulación y las cuestiones que deben ser resueltas para seguir profundizando en una sociedad guiada por la transparencia, entre las que destacan el reconocimiento del derecho de acceso como derecho fundamental, la reforma de la LTBG y el fortalecimiento de la actuación, atribuciones y medios de los organismos de garantía de la transparencia.











 1.  INTRODUCCIÓN

El objeto principal de este trabajo es trazar las líneas y retos actuales de la transparencia. Una vez que han transcurrido más de cinco años desde la publicación de la Ley 19/2013, de Transparencia, Acceso a la Información y Buen Gobierno, de 9 de diciembre (LTBG), y que prácticamente todas las Comunidades Autónomas cuentan con su propia regulación, a excepción del País Vasco (1) , procede determinar los aspectos inconclusos y no resueltos.

La singularidad de este trabajo es que parte de un ejercicio desarrollado tras el II Congreso Internacional de Transparencia (CIT) celebrado en el año 2017, mediante el cual se consultó a treinta y seis personas entre académicos, expertos, profesionales y representantes de organizaciones y de la sociedad civil sobre los retos en materia de transparencia a partir de un cuestionario de preguntas abiertas, de modo que se pudiesen observar los principales consensos y disensos sobre la materia (2) . Pese al tiempo transcurrido, las observaciones están plenamente vigentes y se han completado con las reflexiones y referencias bibliográficas que se han publicado en los últimos años y por las aportaciones obtenidas en las ediciones posteriores del Congreso: III CIT Cádiz en 2018 y IV CIT Málaga en 2019.

2.  EL RECONOCIMIENTO DEL DERECHO DE ACCESO Y LA TRANSPARENCIA EN LA CONSTITUCIÓN

La Constitución Española no incluye la palabra transparencia. Cualquier reforma en profundidad de la Carta Magna, debería de aprovecharse para introducir dos modificaciones importantes: el reconocimiento explícito del derecho de acceso a la información dentro de las libertades informativas del artículo 20.1 de la Constitución Española y, la inclusión de la transparencia en el artículo 9.3 entre los principios que garantiza la Constitución. Una reforma de este calado afecta al Título Preliminar y a un derecho fundamental, por lo que precisa del procedimiento agravado previsto en el artículo 168: aprobación por 2/3 del Congreso y 2/3 del Senado, disolución de ambas cámaras, elecciones generales, aprobación por mayoría de 2/3 de ambas cámaras y referéndum. Hasta el momento, no se ha empleado esta vía de reforma de la Constitución —solo se ha modificado en dos ocasiones empleando una vía más sencilla prevista en el artículo 167 para cambiar los artículos 13 y 135—. Bastaría el acuerdo de los grandes partidos —que sea suficiente no significa que sea probable— con representación en Las Cortes para sacar la reforma adelante y lo normal es que se produjera al final de una legislatura, dado que se exige disolución de las Cámaras.

Orduña, Sánchez y Guillén (2018), defienden que «la contribución del valor de la transparencia de cara a la modernización y actualización de nuestra Constitución resulta ya incuestionable», y añaden que la transparencia «constituye hoy en día una exigencia de cara a la necesaria actualización e implementación del contenido de los valores tradicionales o fundacionales, esto es, para reforzar su "consenso histórico", facilitar su "interpretación evolutiva" y, sobre todo, renovar su compromiso y aceptación social como exponente de "razonabilidad" moral y política … En definitiva, para "renovar" la confianza y optimismo en nuestra Nación como proyecto válido de vertebración y cohesión social». Todo ello nos mueve en la dirección del reconocimiento constitucional de la transparencia.

2.1.  Reconocimiento del derecho de acceso a la información como derecho fundamental

De todos los temas expuestos, en el que parece existir el máximo consenso es que el derecho de acceso debería ser considerado un derecho fundamental (3)  por su vinculación con el derecho a la información (artículo 20 de la Constitución Española y a tenor del artículo 10 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Fundamentales), inclusive si fuese necesaria una reforma constitucional. Esto supondría que el derecho de acceso a la información tendría la misma categoría que los derechos a la protección de datos, intimidad, honor… En palabras de Helen Darbishire, directora de Access Info Europe: «como miembro de la Alianza de Gobierno Abierto desde 2012, es hora de que España ajuste la Ley de Transparencia a los estándares internacionales y reconozca el acceso a la información como un derecho fundamental» (4) . Esta vinculación a la libertad de información debería ser suficiente para que en la interpretación jurisprudencial se considere que ocupa una posición prevalente cuando existe un interés público de la información.

El reconocimiento constitucional del derecho de acceso a la información pública puede hacerse por la mencionada reforma constitucional, pero también por la vía jurisprudencial constitucional —a través de los llamados derechos fundamentales de configuración jurisprudencial (Álvarez Conde, 1992: 249) (5) —, por la ratificación de tratados internacionales, o incluso por medio de la técnica legislativa, empleando una Ley Orgánica que vincule el derecho de acceso a la libertad de información (Sánchez de Diego, 2010: 242). Así se hizo con el derecho a la protección de datos personales.

Se trata de una cuestión ampliamente apoyada por la doctrina —Cotino Hueso (2014); Fernández Ramos (2017); Rams Ramos (2013); Rey Martínez (2014); Rollnert Liern (2014); Sánchez de Diego (2013)— con algunas voces críticas como Villaverde (2019: 180) quien considera que se ha construido «una teoría de la transparencia fundada más en el voluntarismo constructivista (constitucional) que en sólidos cimientos jurídicos», llegando a hablar de la invención de un derecho. No obstante, en sus conclusiones afirma que en la Constitución Española «el acceso a la información pública es el objeto del derecho fundamental a recibir libremente información por cualquier medio de difusión, en conexión con el de acceso a archivos y registros públicos —arts. 20.1 d) y 105 b) CE, en relación también, por mor del art. 10.2 CE, con el art. 10 CEDH y su jurisprudencia del TEDH—; y el deber de informar por parte de los poderes públicos es el contenido resultante del deber positivo de protección que les compete para fomentar el disfrute tanto del derecho a recibir información del Estado cuanto a participar en los asuntos públicos de manera informada, y remover los obstáculos que impidan el efectivo e igual goce de esos derechos, en el marco de la garantía institucional del pluralismo contenida en la CE —arts. 1.1, 9.1 y 2 CE—» (Villaverde, 2019: 187).

Esto a nuestro juicio, hace que el propio Villaverde venga a reconocer un derecho fundamental a acceder a la información pública vinculado con el derecho a la información del artículo 20.1. d) reforzado o apuntalado por los artículos que cita, a los que habría que añadir la imprescindible vinculación del derecho a la información con el de participación (artículo 23 CE). Además esta interpretación sobre el texto del doctor Villaverde se reafirma cuando el mismo llega a decir «... la regulación de los límites al acceso a la información contenida en la LTBG son, en nuestra opinión, inconstitucionales por razones formales, al estar contenidos en una norma con rango de ley ordinaria, cuando debía tener la forma de orgánica; y por razones materiales, al contener límites que carecen de soporte constitucional, y los que pudieran tenerlo, por carecer de la precisión necesaria.». (Villaverde, 2019:187, nota al pie núm. 19).

2.2.  Reconocimiento de la transparencia como principio constitucional

Para Orduña, Sánchez y Guillén (2018), la transparencia, incluso desde una perspectiva civilística (6) , constituye un valor de cambio constitucional, llegando a promover «su reconocimiento como "futuro valor superior de nuestro ordenamiento jurídico"».

La introducción de la transparencia como principio constitucional puede hacerse en el artículo 103.1 CE dentro de los principios de actuación de la Administración Pública: eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración, coordinación y sometimiento al Derecho. Lo cierto es que el principio de transparencia de la actuación administrativa ya ha sido incorporado en el Derecho Administrativo como principio general en el artículo 3.1 c) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Como principio administrativo solo vincularía a cada Administración —estatal, autonómica, local o incluso el sector público institucional— en los términos que figure en la ley correspondiente. Por ello es más eficaz su incorporación al artículo 9.3 CE que podría quedar así: La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad, la transparencia y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. De esta forma se vincularían a todas los poderes públicos, administraciones y, en general, entes con funciones públicas o dinero público. Ello sería concordante con la lista de sujetos obligados a la transparencia de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, esto es con el ámbito subjetivo de aplicación que se encuentra en los artículos 2, 3 y 4) de dicha Ley.

3.  RETOS SOBRE EL DERECHO DE ACCESO

Sobre los retos del derecho de acceso a la información se apunta a problemáticas muy diversas que no están resueltas o cuya solución se considera insatisfactoria. Entre ellas está la necesidad de clarificar el concepto de información pública de figuras afines, las posibilidades de acceso a la información anterior a la entrada en vigor de la LTBG, la modificación del silencio administrativo desestimatorio y la configuración de las diversas causas de inadmisión y límites, que suelen ser alegados sin ningún tipo de fundamento por las entidades públicas esquivas ante el derecho de acceso. A continuación se enuncian y amplían algunas cuestiones controvertidas según el orden lógico que se seguiría en relación al ejercicio del derecho de acceso (7) .

3.1.  Presentación del trámite online y acreditación de la identidad

Se apunta reiteradamente a que las pasarelas web que permiten cursar las solicitudes de acceso a la información no siempre guardan unas características mínimas para facilitar el ejercicio del derecho. Es paradójico que en una materia como ésta se presenten densas explicaciones jurídicas del procedimiento o se presente de tal manera que no sea fácil de entender y ejercitar el derecho de acceso por parte de los ciudadanos.

Aparte, la exigencia de acreditación de la identidad para la presentación de solicitudes de acceso online es una barrera para su ejercicio ante la brecha digital, los problemas técnicos y de configuración que se producen con habitualidad, así como para las personas que eventualmente no disponen de ningún mecanismo de verificación de la identidad.

La mayoría de los testimonios recabados apuestan por la omisión de la acreditación de la identidad mediante firma electrónica, ya que la norma se refiere de manera genérica a tener constancia de la identidad del solicitante (art. 17.2 LTBG). Con ello se busca flexibilizar el cumplimiento de este requisito, siendo bastante la consignación de los datos de identificación. Pero más aún, Troncoso (2017: 57) apuesta por la eliminación completa de esta referencia en la LTBG, o bien, por añadir expresamente que no será un requisito la acreditación mediante certificación electrónica, por la vía de modificación de la LTBG o bien por su inclusión en el desarrollo reglamentario. Al final, existe el riesgo de que sea más fácil presentar la petición en un registro tradicional que por vía telemática.

3.2.  La inadmisión y límites

La mayoría de las causas de inadmisión que operan como auténticos límites, utilizan conceptos jurídicos indeterminados. El CTBG ha aprobado algunos criterios interpretativos sobre su aplicación, pero no todas cuentan con dichos criterios (8)  y además precisan un reajuste a la luz de la jurisprudencia más reciente. Las propuestas recabadas son muy dispares, pero todas ellas tienen en común que se eliminen o maticen los términos de la Ley que abren la puerta a una interpretación expansiva de las causas de inadmisión y, por tanto, restrictiva al derecho de acceso. Entre ellas están aquellas que se alegan con base en la necesidad de reelaborar la información, o porque consideran a un amplio elenco de informes como documentación auxiliar o de apoyo.

Por otra parte, las reflexiones recabadas señalan que la formulación de los límites del artículo 14 LTBG es excesivamente genérica, proponiendo entre las mejoras potenciales una mayor delimitación y concreción. La LTBG restringe la aplicación de los límites del artículo 14 LTBG a que se produzca un perjuicio en relación a las materias enumeradas, debiendo estar justificada y proporcionada al objeto y finalidad de la protección que se pretende, por lo que hay autores que remarcan que debe existir un daño y no un mero peligro para los bienes a proteger (Moretón, 2014), aunque esta delimitación sigue sin ser satisfactoria según las opiniones recibidas (9) .

De forma persistente los límites derivados de la protección de datos (art. 15 LTBG) siguen constituyendo una barrera al acceso, por lo que se insiste en la necesidad del reconocimiento del derecho de acceso como derecho fundamental para que pueda establecerse una relación de mayor equilibrio entre ambos derechos. En palabras de Rams (2018:151) en relación con el nuevo marco jurídico derivado del Reglamento (UE) 2016/679 de Protección de Datos Personales: «…también reconoce específicamente el interés público que legitima el derecho de acceso a la información, y ello debería conducir a un mayor equilibrio en la conciliación de ambos derechos, que nos permita situarnos en un escenario de mayor transparencia».

Para ello, además de las posibilidades para operar en torno a los límites a través de la modificación de la norma y de su concreción reglamentaria, se reitera que CTBG podría jugar de nuevo un papel importante mediante sus criterios interpretativos, especialmente para los que son recurrentemente alegados por las entidades públicas para evitar la concesión del acceso (10) .

3.3.  Plazos para resolver y sentido del silencio

La ley establece un plazo máximo ordinario para resolver desde la recepción de la solicitud por el órgano competente (art. 20.1 LTBG). Esta previsión origina que no se compute el plazo que trascurre desde que se cursa la solicitud hasta que llega al órgano competente, lo que produce que se demoren las respuestas, constituyendo una distorsión importante al ejercicio efectivo del derecho. Las propuestas recabadas llevarían a establecer dicho plazo desde el mismo momento en el que se registra la solicitud.

Por otra parte, una vez que transcurren los plazos sin resolver, la LTBG establece con carácter general el silencio desestimatorio (art. 20.4), dando lugar a posiciones encontradas entre quienes justifican esta opción porque de lo contrario se pondrían en riesgo los derechos de terceros potencialmente afectados, y los que piensan que no debería ser óbice para la concesión del acceso.

Hay que recordar que en algunas comunidades autónomas se establecía el efecto estimatorio del silencio administrativo, pero éste ha sido declarado inconstitucional en relación a la Ley de Transparencia aragonesa (11)  por tratarse de legislación que integra el procedimiento administrativo común de competencia exclusiva del Estado.

En cualquier caso, la alternativa planteada para el silencio respecto a su configuración actual, llevaría a la modificación de la LTBG para que el sentido del silencio sea estimatorio cuando no esté afectado por intereses de terceros (Blanes, 2018; Cotino, 2018: 267; Fernández Salmerón, 2004: 309 y ss.; Sierra, 2019), y en su defecto, la especificación de que las Comunidades Autónomas determinarán el sentido y efecto del silencio administrativo, de modo que si las leyes autonómicas avanzan mediante el silencio estimatorio puedan disponer de una cobertura legal adecuada.

En cualquier caso, llama la atención que la LTBG va en dirección contraria al régimen jurídico común del silencio administrativo, que en el artículo 24.1, párrafo 1º de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC), establece para los procedimientos iniciados a solicitud del interesado que, una vez transcurrido el plazo máximo sin obtener resolución expresa, se «legitima al interesado o interesados para entenderla estimada por silencio administrativo». De manera similar, en el párrafo 3º, establece el efecto estimatorio del silencio cuando en la interposición de un recurso de alzada contra un silencio negativo se produce otro silencio administrativo. De forma que ante dos silencios administrativos el resultado es el silencio positivo.

3.4.  Procedimientos complementarios de diálogo entre la Administración y el ciudadano para facilitar el acceso y vías de mediación

Finalmente se hace referencia a la apertura de vías de contacto directo, complementarias a las ejercidas mediante el trámite administrativo de solicitud de acceso y de reclamación. Con este tipo de mecanismo se busca que las administraciones y los ciudadanos dialoguen más allá del procedimiento administrativo y se facilite el acceso de manera más ágil y sencilla, coadyuvando a que se puedan vencer resistencias y solventar problemas sencillos como, por ejemplo, cuando de los escritos de solicitud no se deduce el alcance exacto de lo que solicita el ciudadano. Como bien expresa Meseguer (2019), se trata de llevar a primera instancia —a la fase de solicitud de acceso—, un mecanismo como el establecido para las reclamaciones en Cataluña por la previsión de la Ley 19/2014, de 29 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, que se articula mediante la conciliación ante la autoridad de garantía de la transparencia, el cual también sería susceptible de ser incorporado con carácter general y previo en la normativa de transparencia en la fase de recurso ante los órganos de garantía y así evitar muchas de las reclamaciones que se producen.

3.5.  Recursos jurisdiccionales

Finalmente, las propuestas sobre los recursos en vía judicial son diversas, pero todas apuntan a que pueda existir un procedimiento simplificado acorde a la facilidad que debería existir en torno al acceso a la información. Por ello se demanda una modificación de la normativa en materia contencioso-administrativa, para permitir un procedimiento acelerado para dirimir si debe existir el acceso y que esté exento de requisitos que permitan llevarlo a cabo con un menor coste (tasas, abogado, procurado, costas, etc.). En dicha modificación podrían abordarse incongruencias como el intercambio de roles de la Abogacía del Estado cuando debe actuar de parte del CTBG o en la parte contraria, ocasionando un alto coste en abogados para el organismo de garantía.

Además, se propone la búsqueda de una especialización en la labor jurisdiccional en la línea de lo expresado por Fernández Ramos (2018a) para que los recursos contra el CTBG sean conocidos directamente por una única instancia, la sala de lo contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional, y de los Tribunales de Superiores de Justicia en el caso de los organismos de garantía autonómicos.

4.  RETOS SOBRE LA PUBLICIDAD ACTIVA

Sobre la publicidad activa hay un consenso mínimo respecto a la información a publicar, que toma como base las obligaciones de publicidad activa que aparecen en las leyes de transparencia (LTBG y autonómicas) y en otras normas como el artículo 21.4 LPAC (12) ; como también sobre la necesidad de ampliar el catálogo de obligaciones objeto de publicidad activa (13)  e incentivar que se vaya más allá de lo que establece la regulación.

En primer lugar, sobre el contenido a publicar (qué publicar), existe una crítica común a los contenidos de la LTBG por la insuficiente definición de criterios uniformes e ideales sobre el contenido de cada una de las obligaciones de publicidad activa. Este aspecto, podría ser abordado por la vía reglamentaria, pero ante su carencia quizás lo idóneo fuese una actitud más proactiva del CTBG y que desarrollase con un criterio expansivo el alcance individual de cada una de las obligaciones de publicidad activa de la ley.

En segundo lugar, se muestra un amplio consenso sobre la manera de publicar (cómo publicar) y se enfatiza en que la información disponible debe tener una orientación hacia el ciudadano y hacia la rendición de cuentas. Se trata en definitiva de asumir que el derecho a saber incluye el derecho a comprender. A este respecto, la manera de presentar la información constituye un reto pendiente, pese a que la LTBG en su artículo 5 exija que se haga «de una manera clara, estructurada y entendible para los interesados, y preferiblemente, en formatos reutilizables», obligando a establecer mecanismos para «facilitar la accesibilidad, la interoperabilidad, la calidad y la reutilización de la información publicada, así como su identificación y localización» (14) .

Existe una preocupación fundada sobre la estructuración de la información por la tendencia a su disposición bajo un criterio y lenguaje burocrático poco amigable para el ciudadano. También sobre la calidad de la información, cuyos defectos solo pueden ser observados al realizar un examen minucioso y al detalle de la información que se ofrece. La relación de males que afectan a la información pública es muy larga. Por dejar constancia de algunos de los recabados se citan los siguientes: exceso de lenguaje técnico y administrativo, abuso del formato PDF (15) , disposición de información elaborada sin datos en bruto (y viceversa), infoxicación e inclusión de documentos voluminosos para información que se puede exponer brevemente, etc.

Por ello se echa en falta el cuidado de elementos que facilitan su comprensión y aprovechamiento por los ciudadanos, como es la contextualización de la información y de unas explicaciones o resumen mínimo para que no sea necesario examinar extensos documentos, la disposición de información de modo que pueda ser comparable (16) , la utilización de formatos abiertos y reutilizables, así como las buenas prácticas consistentes en la utilización de gráficos y elementos para facilitar la visualización de la información (viñetas, guiones, negritas, colores, etc.) (17) .

Un tercer aspecto señalado tiene relación con el momento (cuando publicar) y la vigencia de la información objeto de publicidad activa. Se echa en falta una mayor concreción normativa sobre el lapso de tiempo máximo que se permite transcurrir sin que se haya publicado la información, el tiempo que debe estar publicada y el destino de la información una vez que se haya retirado de la página de publicidad activa. Cuestiones conexas que afectan a la información publicada es la necesidad de que se exija que todos los documentos cuenten con un fecha de referencia (no siempre ocurre) y que todas las páginas incluyan la fecha de última actualización.

El cuarto aspecto que se indica tiene relación con el lugar de publicación (dónde publicar). No hay un precisión legal para todas las Administraciones Públicas sobre el espacio en el que implementar la publicidad activa, si debe ser un portal de transparencia a imitación de lo que se regula para el Estado u otra fórmula, porque se hace un mandato genérico a su publicación.

Más allá del qué, cómo, cuándo y dónde se publica, un problema recurrentemente señalado es la falta de control sobre la publicidad activa. La regulación ha prestado poca atención a este aspecto y los órganos de garantía de la transparencia que disponen de atribuciones han desarrollado esta labor tímidamente, dejando así un hueco que han ocupado otros mecanismos de control —de carácter social o incluso mediático—, como los conocidos rankings de transparencia que se analizan más adelante.

En relación al control, se echa en falta la regulación generalizada de una vía de reclamación específica y simplificada por incumplimiento de las obligaciones de publicidad activa ante los órganos de garantía. Complementariamente se demanda la existencia de canales anónimos de denuncia, así como unos mecanismos robustos para sancionar eficazmente los incumplimientos, tanto si son totales, como si se trata de un cumplimiento defectuoso con la publicación de información simulada o engañosa.

5.  RETOS DE LOS ÓRGANOS DE GARANTÍA

Los organismos de garantía de la transparencia se consideran la piedra angular sobre la que debe girar el impulso para asegurar los derechos de los ciudadanos y el cumplimiento de las obligaciones de los sujetos obligados. Con carácter general se percibe que su diseño es mejorable y que les faltan atribuciones, instrumentos y herramientas para llevar a cabo su labor, a continuación se sintetizan los principales planteamientos recogidos.

5.1.  Diseño institucional, composición y medios

Pese a que el funcionamiento de los Consejos y Comisionados de la Transparencia está demostrando una amplia eficacia —en el marco de sus atribuciones y recursos limitados—, es cierto que el diseño institucional de muchos de ellos muestra insuficiencias derivadas de la dependencia de las Administraciones a las que posteriormente deben controlar, en aspectos tales como la intervención en el proceso de nombramiento de sus titulares y componentes de sus órganos colegiados o la disposición de medios, de lo que se deduce la necesidad de mejorar su diseño institucional para garantizar su independencia y para quedar alejados de la influencia de las instituciones que son objeto de su control (18) .

Sobre su composición hay observaciones de muy diversa índole que critican que en el diseño de sus órganos colegiados haya presencia directa de representantes políticos por razón de su cargo, o que sea frecuente la superioridad de los representantes de instituciones o Administraciones Públicas que, en última instancia, deben su nombramiento a criterios políticos (19) . De ahí, que se proponga la modificación de estas composiciones y su sustitución por integrantes profesionalizados y de perfil técnico, expertos universitarios y miembros de organizaciones de la sociedad civil. En la misma línea, estos planteamientos se proyectan sobre los titulares de los órganos de garantía, existiendo posturas que abogan por una propuesta de nombramiento que se lleve a cabo por los órganos plenarios —una vez que las composiciones sean modificadas— y con el refrendo parlamentario de su designación por mayorías altamente cualificadas. Sobre sus integrantes, también se insiste en la necesidad de perfeccionar sus garantías legalmente establecidas a través de un estatuto de independencia, incompatibilidades, etc. Se busca con ello que los titulares de estos órganos —como también los integrantes de sus plenarios— estén lo más libres posibles de cualquier vinculación y que una actuación neutral y objetiva que no dependa del azar o de su voluntarismo y determinación.

Aparte, existe consenso sobre la escasez de medios humanos y materiales a disposición de los organismos de garantía para el desarrollo de su labor. Esta escasez unida a que finalmente la decisión sobre sus recursos queda en manos del ámbito político, origina un riesgo para su independencia y también para el desarrollo de una actuación eficaz. No es necesario explicar en detalle por qué la transparencia es incómoda y por qué, una vez surgido el sistema de garantía de la transparencia, se está ahogando a estos organismos sumiéndolos en una escasez de recursos humanos y presupuestarios. A este respecto nos remitimos al contenido de las Declaraciones de Cádiz (2018) y Málaga (2019) que alertan sobre la falta de dotación de medios.

5.2.  Enfoque de la actuación, funciones y nuevas atribuciones

Los participantes mostraban posiciones distintas respecto al tipo de actuación que están llevando a cabo los organismos de garantía. Para unos, su enfoque centrado en el control de legalidad supone no aprovechar sus potencialidades y debe ir más allá. Para otros, la vertiente de fomento de la transparencia supone una confusión respecto a su carácter como órganos de control y origina cierta colisión con las funciones de los gobiernos, a quienes corresponde gestionar las políticas de transparencia.

Por otra parte, hay un consenso amplio sobre la falta de mecanismos para controlar eficazmente que se cumpla la normativa en materia de transparencia y para sancionar los incumplimientos, por lo que se apunta a los organismos de garantía como la instancia más adecuada para asumir funciones inspectoras y para ostentar atribuciones directas en materia sancionadora. Del mismo modo, se subraya la necesidad de habilitar mecanismos para que los organismos de garantía tengan capacidad de ejecución forzosa del contenido de sus resoluciones.

Aparte, se recogen planteamientos que llevan a la idea de extender las funciones de los organismos de garantía de la transparencia hacia campos como la integridad institucional, lo que supondría un cambio de modelo hacia las experiencias que existen en países como Italia, en los que la Autorità Nazionale Anticorruzione (ANAC) asume funciones relativas a la transparencia, la contratación pública y la prevención de la corrupción.

Además, se observa la convivencia de múltiples organismos que tienen funciones relacionadas con todos estos ámbitos, entre los que se pueden citar los defensores del pueblo, las agencias autonómicas antifraude, las cámaras y tribunales de cuentas, los tribunales de la contratación pública y otra serie de órganos, sobre los que se podría alinear su actuación en aras de una mejor coordinación para la prevención y detección de la corrupción.

5.3.  Coordinación entre los organismos de garantía

Las aportaciones analizadas destacan la falta de un mecanismo estable y eficaz de unificación de doctrina y de criterios de los órganos de garantía estatal y autonómicos. A este respecto se remarca la insuficiencia de la previsión del artículo 36.4 LTBG, porque aun llevándose a cabo reuniones de coordinación, la situación actual ha dado lugar a resoluciones con interpretaciones contradictorias según el órgano que las emite (ej. derecho de acceso de concejales y cargos públicos). De ahí que se demande un sistema integral delimitado y regulado por una norma básica, tal y como se insiste en indicar a través de las observaciones aportadas para este estudio.

Además, una estructura estable de este tipo puede servir para formalizar los mecanismos de coordinación y cooperación (que actualmente se llevan a cabo mediante reuniones convocadas por el CTBG), compartir buenas prácticas y experiencias, generar programas de intercambio de técnicos, ofrecer formación especializada a sus recursos humanos, homogeneizar un sistema de estadísticas sobre reclamaciones, extender las evaluaciones modelo de la transparencia de mayor solvencia (IT Canarias), realizar estudios conjuntos de interés (volumen de inversión en transparencia), entre otras ventajas.

6.  RETOS PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE LA TRANSPARENCIA

Parece claro que existe una asimetría en el grado de implantación de la transparencia. Ello es así por diversas variables, entre las que se encuentra la voluntad política, el nivel de instrucción en la materia de los técnicos, la disposición de recursos tecnológicos y de gestión, entre otros factores. Ante la escasez de recursos —especialmente de las administraciones pequeñas— se demanda un mayor apoyo.

La existencia de una regulación sobre la transparencia, por muy perfeccionada que esté, depende del esfuerzo y cuidado con el que se desarrolla su implementación y además precisa del conocimiento, interiorización e implicación de todo el tejido humano que trabaja en las organizaciones y, en última instancia, de la dirección política de cada entidad. Las aportaciones reiteran que sigue sin existir una cultura que entienda la transparencia como un valor y principio transversal de las organizaciones al que deberían contribuir todas las áreas y departamentos, y que muy al contrario hay un desinterés real de muchas administraciones por la materia. Esta falta de una cultura proclive a la trasparencia en las organizaciones públicas es un reflejo más de su carencia a nivel social y del desconocimiento que existe sobre lo que es y sobre las funciones que puede desarrollar para con el funcionamiento de la democracia y de las entidades públicas. Por ello son muchas las voces que cada vez más proponen que el conocimiento de la transparencia y de materias relacionadas con la integridad o la ética se difundan a través de la educación general para que sean valores conocidos y asumidos por las próximas generaciones (Meseguer, 2019; Merma, 2018).

En cualquier caso y debido a esta situación, el impulso y desarrollo de las políticas de transparencia sigue dependiendo en muchos casos del voluntarismo que desarrollan en solitario los técnicos que creen en la transparencia (Meseguer Yebra, 2019). Éstos deben enfrentarse a situaciones como la falta de recursos formativos, materiales y humanos; la carencia de un apoyo real de sus superiores jerárquicos —sean directivos públicos o cargos políticos—; así como a la concepción de que la transparencia solo es responsabilidad del área que ejerce dichas atribuciones en una entidad pública y que es algo ajeno al resto de departamentos. Por ello, se demanda un mayor apoyo y respaldo político, reforzando el papel de las oficinas y unidades de transparencia en el seno de las Administraciones, mediante medios y autoridad suficiente como para que sus actuaciones se proyecten fuera de los departamentos a los que pertenecen, y no se dé lugar a las situaciones de conflicto que se producen entre las unidades de información y el resto de la organización administrativa.

En lo que respecta a los recursos humanos, se cita la falta de profesionales especializados suficientes. Como ejemplo se menciona que hay entidades públicas en las que no existe la figura del archivero o gestor documental, o que los técnicos responsables de transparencia asumen al mismo tiempo otras muchas funciones, algunas de ellas sin relación con la transparencia, aparte de tener que desempeñar actividades muy por debajo de su cualificación técnica y su nivel de responsabilidad. La llegada de la transparencia no vino acompañada de medios humanos, siendo necesaria la actualización y perfeccionamiento de los que ya ejercen su actividad en las Administraciones, lo que incrementa las posibilidades de que se lleve a cabo una transparencia opaca o cumplimiento formal por desconocimiento o tiempo suficiente para llevarla a cabo adecuadamente.

Por ello, en el plano más práctico de la implementación de la transparencia, se sigue acusando la falta de recursos formativos con una verdadera orientación práctica mediante ejemplos y análisis de casos. En su lugar, el acceso a formación práctica es difícil de encontrar, siendo lo habitual acceder a programas formativos con una excesiva orientación teórica y jurídica.

En relación a los medios se sigue indicando la detección de carencias en aspectos básicos como la falta de equipos tecnológicos adecuados para la gestión que conlleva la transparencia, o de software que permita una gestión ágil, así como el análisis y de explotación de datos. En un escenario ideal, las herramientas de gestión interna deberían permitir de manera automatizada la publicación de la información en los portales de transparencia (como un paso más en el ciclo de vida de los expedientes o actuaciones públicas), la autoevaluación del cumplimiento de las obligaciones legales en materia de publicidad activa, o la conversión automática de la información a formatos reutilizables, entre otras funcionalidades. Las dificultades tecnológicas para implementar la publicación de la información siguen vigentes y la falta de referentes claros hacen que se profundice en esa heterogeneidad entre ellos, de manera que cada Administración —especialmente las pequeñas— acaba aplicando la transparencia como sabe o puede, interpretando a su suerte los contornos de la Ley cuando no están claros.

Asimismo merecen una consideración especial las administraciones locales de tamaño reducido que no disponen de los medios suficientes para cumplir con las obligaciones. Aparte de los déficits indicados, son especialmente vulnerables ante el acceso a plataformas online que requieren una disposición de tiempo de personal que no es posible dedicar a esta tarea debido a su tamaño. De ahí que sea recurrente hacer alusiones al papel que pueden desempeñar las Diputaciones Provinciales en colaboración con otras entidades autonómicas o estatales que puedan contribuir a esta labor, así como a la carencia de previsiones suficientes en la LTBG para articular mecanismos de colaboración y cooperación entre Administraciones en materia de transparencia.

En una línea similar, se echa en falta un mayor impulso al desarrollo de proyectos colaborativos entre diferentes administraciones públicas, de modo que se habiliten herramientas online que permitan hacer la carga de documentos en una única plataforma y que, además, guarde cierto grado de normalización y estandarización a través de una estructura y directrices homogéneas. Para ello, se plantea que el principal reto a abordar es la interconexión de todos los sistemas de las administraciones públicas, de manera que esté integrada la gestión administrativa y el acceso y la publicación de la información directamente en las plataformas y portales que existen.

7.  RETOS SOBRE LAS EVALUACIONES DE TRANSPARENCIA

Es señalada reiteradamente la utilización de la transparencia como elemento de comunicación política y de cumplimiento puramente formal. En algunos casos, los sujetos obligados están más preocupados por parecer transparentes que por serlo realmente, tratando de situarse bien en los rankings y de cumplir formalmente con la normativa, pero sin una real transparencia (Sánchez de Diego, 2018). El problema que se produce es que la transparencia simulada puede llevar a que los ciudadanos piensen que todo es finalmente una mentira. La transparencia simulada, como la transparencia opaca (Villoria, 2014: 8), son enemigas de la transparencia. Asistimos a una situación en la que se esgrime su existencia como la solución a todos los males de la sociedad (corrupción, desafección, etc.), pero se corre el riesgo cierto de generar un mayor descrédito porque se ha banalizado el discurso sobre la transparencia (Monge, 2018).

Las principales críticas que se vierten sobre las evaluaciones están relacionadas con la falta de aplicación generalizada de un sistema de medición oficial, y demandan que éste sea versátil y adaptable para todos los tipos de organizaciones que están sujetas a obligaciones de transparencia independientemente de su ámbito territorial, por lo que se incide en la necesidad de un sistema nacional de indicadores que permita su explotación, comparación y seguimiento de su evolución a lo largo del tiempo. El CTBG desarrolló junto con la Agencia AEVAL una metodología de evaluación de la transparencia, pero su generalización sigue siendo un reto y se enfrenta al escenario de recursos escasos en el que se encuentran especialmente los organismos de garantía.

En los últimos años la metodología se ha aplicado para realizar evaluaciones puntuales, de carácter piloto o circunscritas a ámbitos territoriales concretos. Solo encontramos casos destacables de mediciones periódicas más completas inspiradas o con semejanzas amplias con la metodología MESTA, como el índice de transparencia de Canarias (IT Canarias) o los informes del Sindic de Greuges de Cataluña.

La inacción en esta materia ha provocado que la sociedad civil u otro tipo de organizaciones venga a ocupar este espacio mediante sistemas extraoficiales, lo que da origen a la segunda crítica respecto a las evaluaciones. Al proliferar muchos esquemas heterogéneos y dispares, se desarrollan mediciones fragmentadas, basadas en indicadores distintos que producen resultados contradictorios según la medición (Delgado, 2015) y que tienen carencias de carácter conceptual (20)  y metodológico, así como respecto a la rigurosidad de la medición de los indicadores. Además, la mayoría de las mediciones no oficiales se centran sobre la publicidad activa —lo que se publica en las páginas web—, dejando de lado y olvidada cualquier evaluación sobre la correcta gestión, atención y resolución de las solicitudes de acceso a la información pública.

Por tanto, el reto a abordar es que alguna entidad oficial —siendo el CTBG quien está llamado a desempeñar esta función— impulse la aplicación de la metodología MESTA para el ámbito estatal mediante evaluaciones de carácter periódico, y que se apoye en el resto de Consejos y Comisionados de la Transparencia para las que correspondan a ámbitos territoriales distintos, de manera que se utilicen los mismos indicadores y método de medición permitiendo la comparación y el tratamiento conjunto de los resultados (Sierra, 2018b). Este esquema no debería dejar de lado a las organizaciones de la sociedad civil, para las que habría que prever un espacio de colaboración en las evaluaciones de la transparencia.

Aparte, se plantea que este tipo de mediciones no queden solo en evaluaciones que den lugar a rankings —incluso se propone que se eviten por su utilización como herramienta publicitaria—, sino que se transite hacia documentos informativos y de análisis (21)  que también sirvan a los organismos de garantía para detectar los tipos de organizaciones que tienen más dificultades, así como los incumplimientos concretos en cada entidad, de modo que se pueda apoyar o advertir, según los casos, a los sujetos obligados para que puedan satisfacer las obligaciones derivadas de la normativa.

No obstante, el señalamiento de MESTA como un referente, no puede relajar la necesidad de revisar periódicamente cualquier metodología en un ámbito como la transparencia, que está sometido a un continuo avance y a la exigencia de seguir profundizando en ella, especialmente hacia la incorporación de aspectos de carácter cualitativo. Además, debe afrontarse el fenómeno por el cual muchas organizaciones se centran solo en el cumplimiento de los indicadores de los rankings, así como la adaptación de los indicadores a la disparidad de obligaciones originada por la dispersión normativa en las Comunidades Autónomas y por su aplicación diferenciada según el tipo de organización.

Algunas propuestas adicionales giran en torno a diseñar un sistema de acreditación oficial o establecer acuerdos con entidades referentes en esta materia, para que cualquier mecanismo que eventualmente se diseñe cumpla con los estándares mínimos que ya se conocen y demandan.

Aparte, aunque se haga referencia a estos instrumentos como evaluaciones, en realidad son mediciones puntuales y no verdaderas evaluaciones de las políticas públicas de transparencia. Se echa de menos, al igual que respecto a las políticas públicas en general, que se realicen verdaderos procesos de evaluación que permitan valorar hasta qué punto se contribuye al logro de los objetivos propuestos y es eficaz la inversión pública en transparencia, extrayendo medidas para corregir las actuaciones desarrolladas y proponer líneas de mejora. En esta línea, cabe mencionar que, no se detectan experiencias solventes que midan el efecto de la transparencia en la mejora de la eficiencia de las instituciones, la participación ciudadana o la prevención de la corrupción, siendo una asignatura pendiente su evaluación desde la perspectiva de sus efectos e impacto.

8.  ¿UNA NUEVA LEY DE TRANSPARENCIA?

La posibilidad de hacer una nueva Ley de Transparencia es una constante entre las aportaciones recibidas. Hay que recordar que la aprobación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre de Transparencia y Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno se inició con la crítica de expertos nacionales e internacionales al considerar que «esta ley está por debajo de los estándares internacionales y no integra los Diez Principios que la Coalición Pro Acceso lleva promoviendo desde 2006» (Access Info Europe, 2014). La Ley ha sido modificada en dos ocasiones. La primera en el mismo mes de diciembre de 2013 en que se publicó, por la Ley Orgánica 9/2013, de 20 de diciembre, de Control de la Deuda Comercial en el Sector Público, que retocó dos supuestos del artículo 28 (apartados f y n) relativos a infracciones en materia de gestión económica-presupuestaria, cuestión relativa al buen gobierno. La segunda modificación que atañe a dos artículos, se operó por la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales. La modificación afecta al artículo 15.1 LTBG que al referirse a los datos personales especialmente protegidos, se ajustan a la nueva Ley de protección de datos personales incluyendo los datos genéticos y biométricos. Además introduce el artículo 6 bis por el que se obliga a los sujetos enumerados en el artículo 77.1 de la citada LO 3/2018, de 5 de noviembre (22) , a la publicidad activa del inventario de actividades de tratamiento de datos (23) .

El desiderátum para mejorar la ley de transparencia partiría de algo a lo que ya nos hemos referido: el reconocimiento del derecho de acceso a la información como un derecho fundamental y, por tanto, la aprobación como una Ley Orgánica del Derecho de Acceso a la Información y a la Transparencia, lo que plantea un problema formal, pues no consideramos posible que una Ley Orgánica otorgue dicho rango a la LTBG. Debería por tanto «aprobarse con mayoría absoluta del Congreso, en una votación final sobre el conjunto del proyecto» (artículo 81.2 CE) una nueva Ley Orgánica en la que se podría aprovechar para desgajar las normas de buen gobierno (24) .

Una Ley Orgánica permitiría delimitar la convivencia entre el derecho de acceso, la publicidad activa y la protección de datos personales, evitando una interpretación restrictiva del derecho de acceso y favoreciendo una interpretación equilibrada o, al menos, buscar soluciones que no produzcan el alto grado de incertidumbre que se ocasiona actualmente a la hora de interpretar posibles supuestos en colisión.

Por otra parte, una Ley Orgánica de acceso a la información y transparencia debería constituir la norma básica y esencial de toda la normativa sobre transparencia, orientada también a prevenir la falta de transparencia y no solo a reaccionar ante la opacidad, coordinando la normas autonómicas y locales, las regulaciones de procedimientos administrativos (LPAC), de archivos (25) , de contratación pública (LCSP), así como las normas especiales, que en todo caso se deberían interpretar de conformidad con el principio de publicidad de la información (26) , aspecto que corresponde al punto 6 de los 10 principios para un pleno derecho de acceso a la información (COALICIÓN PROACCESO, 2009).

Las experiencias positivas en algunas comunidades autónomas deberían ser imitadas en la legislación nacional, con el objeto que la hacer más eficaz el derecho de acceso y la publicidad activa de las instituciones (27) . En contraposición, la diferente legislación autonómica ha generado problemas derivados de la práctica legislativa de reiterar la regulación estatal que solo originan una mayor confusión, además de la dificultad que conlleva disponer de un mapa de obligaciones completas cuando son distintas según el territorio del que se trate. Debieran unificarse los niveles y modalidades de transparencia facilitados por las diversas regulaciones autonómicas de transparencia. No parece razonable que la transparencia que pueda obtener un ciudadano español haya de variar en función de la comunidad autónoma a la que se dirija.

Asuntos como el doble silencio administrativo negativo y el tortuoso medio para identificar al peticionario de información han suscitado gran controversia y deberían ser regulados a la luz de como se está ejecutando la transparencia, de la problemática real y de si realmente suponen un auténtico impedimento en el derecho de acceso.

Por otra parte, debería eliminarse la limitación de transparencia a las actividades sujetas a Derecho Administrativo de los sujetos contemplados en el artículo 2.1, apartados e) y f) (28) . Ya hemos señalado (Sánchez de Diego, 2013:305) la incongruencia que supone porque —no aparece en los límites y sí en los sujetos obligados—, pero es que además las instituciones «van mucho más allá de lo que le exige la propia Ley de transparencia, que se circunscribe a las actividades sujetas al Derecho administrativo … lo que básicamente se reduce a la firma de contratos de distinto tipo (mantenimiento, suministros, etcétera)» (Serrano y Martín del Llano, 2017: 88).

Debe integrarse de forma más eficaz la transparencia con la rendición de cuentas. En concreto se demanda que los partidos políticos rindan cuentas de forma clara en relación con los recursos públicos de los que se benefician y algunas propuestas propugnan que sean sometidos a una auditoría obligatoria de transparencia (29) . Otras demandas versan sobre la necesidad de clarificar el ámbito subjetivo con relación a las empresas privadas y organizaciones sin fin de lucro (30) .

Aparte, la regulación actual y todas las mejoras enunciadas hasta ahora, pueden carecer de eficacia si no se establece con claridad una función inspectora y se mejora y activa un régimen sancionador que busque tener un efecto ejemplarizante para forzar el cambio cultura en favor de la apertura. Los cambios deberían abarcar un régimen profundo de responsabilidad individual de los funcionarios, así como una responsabilidad de las Administraciones por mal funcionamiento del servicio cuando se generen daños o ante incumplimientos deliberados.

Todas las cuestiones descritas y otras adicionales han sido puestas de manifiesto por los órganos de garantía de la transparencia, que en el marco del III Congreso Internacional de Transparencia formularon la Declaración de Cádiz (28/septiembre/2018) (31) . En ella demandaban «una reforma que ahonde, profundice y mejore las garantías que el derecho de acceso y la transparencia activa han supuesto hasta la fecha en nuestro país, tanto a escala estatal, autonómica como local. Entre estas reformas consideramos necesarias: consagrar el derecho de acceso como un derecho fundamental, la dotación de medios humanos y económicos suficientes para los órganos de garantía, el desarrollo efectivo de la potestad sancionadora, la mejora del procedimiento de acceso para hacerlo más sencillo y eficaz, mejorar la concreción de los límites de acceso y las causas de inadmisión, unificar en la medida de lo posible los regímenes de acceso y desarrollar una gestión documental y de archivos moderna que sirva como vehículo de todos estos cambios» (Red de Consejos y Comisionados de la Transparencia, 2018).

En defecto de la modificación de la Ley, hay que recordar que otra vía posible de abordar sus carencias es el desarrollo reglamentario —que está pendiente en un proceso que se ha ido dilatando inexplicablemente—, y que también se pueden paliar algunos problemas a través de la vía interpretativa que puede desarrollar el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (CTBG) (32) .

Finalmente, se hace mención a las aportaciones que proponen incorporar contenidos sobre materias afines que, sin corresponder estrictamente con el concepto de transparencia, están relacionadas. En todo caso no se observa que existan consensos claros al respecto porque van en muy diversas direcciones. Entre ellas se cita la regulación de los lobbies, la protección de los denunciantes, la administración electrónica, la reutilización, el control de los partidos políticos por medio de la transparencia… No obstante, es necesario reflexionar primero si se quiere ir hacia un modelo que siga este camino hacia leyes que ya no serían solo de transparencia, sino de gobierno abierto si incorporan cuestiones como la participación y la rendición de cuentas, o hacia un modelo de ley de integridad o de lucha contra la corrupción.

9.  A MODO DE CONCLUSIÓN

Este capítulo ha tratado de condensar algunos de los retos y propuestas que están por debatir, afrontar y llevar a cabo en relación a la transparencia en los próximos años. La vigencia de las propuestas recogidas en el año 2017 y de ejercicios similares realizados por otros colegas de la academia (33) , muestran que se está produciendo una acumulación de cuestiones pendientes sobre las que no se avanza. Una vez que se han puesto en marcha las estructuras y procedimientos relativos a la transparencia y los resultantes de las diversas leyes que regulan la materia, queda lo más difícil, que es la profundización y su perfeccionamiento, pero muy al contrario de lo esperado se está produciendo un estancamiento.

La búsqueda de las causas no era el objetivo de este trabajo, pero es claro que la transparencia es incómoda y que ha pasado a ser una política contradictoria en el sentido de que se quiere ser transparente —aparentemente transparente—, pero no se quiere facilitar que esa transparencia sea profunda, por lo que no se facilita el ejercicio con plenitud del derecho de acceso o que aumente el grado de exigencia del cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa.

Todo esto hace que no se progrese y con ello no nos referimos solo a los grandes retos de difícil consecución inmediata como sería el reconocimiento del derecho de acceso como derecho fundamental, ni siquiera una reforma integral de la Ley de Transparencia, sino cosas más asequibles como es dar curso de una vez al reglamento de la ley, dotar de medios a los órganos de control o revitalizar el CTBG, acabando con la situación de interinidad que se produce sin que se haya procedido al nombramiento de una nueva presidencia desde el fallecimiento de Esther Arizmendi.

Parece que en este momento no hay la suficiente voluntad política como para seguir avanzando en materia de transparencia, por lo que el activismo y el papel de la sociedad civil es —si cabe— mucho más importante ahora y se percibe su vigencia en el apoyo iniciativas como las declaraciones de la Red de Consejos y Comisionados de la Transparencia de Cádiz y Málaga que son una llamada de atención a los poderes públicos en pro de la transparencia.
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	La última en ser aprobada ha sido la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y de Participación de la Comunidad de Madrid, publicada en Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid núm. 94/2019, de 22 de Abril.
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	Del ámbito universitario participaron trece personas: del área de Derecho Constitucional se contó con las aportaciones de Guillermo ESCOBAR ROCA (Universidad de Alcalá), Arancha MORETÓN TOQUERO (Universidad de Valladolid), Ignacio VILLAVERDE MENÉNDEZ (Universidad de Oviedo), Rafael RUBIO NÚÑEZ (Universidad Complutense de Madrid) y Catalina RUÍZ-RICO RUÍZ (Universidad de Jaén); del área de Derecho Administrativo participaron los Catedráticos, José María GIMENO FELIÚ (Universidad de Zaragoza), Julián VALERO TORRIJOS (Universidad de Murcia), Severiano FERNÁNDEZ RAMOS (Universidad de Cádiz), Emilio GUICHOT REINA (Universidad de Sevilla) y el profesor Isaac MARTÍN DELGADO (Universidad de Castilla La Mancha); del ámbito de la Ciencia Política participaron los Catedráticos Laura CHAQUÉS BONAFONT (Universidad de Barcelona) y José Manuel CANALES ALIENDE (Universidad de Alicante); mientras que el área de periodismo estuvo representada por el Catedrático de José Luís DADER (Universidad Complutense de Madrid). Participaron diez técnicos de muy diversas instituciones y ámbitos territoriales, como Rosana DE ANDRÉS DÍAZ (AGE), Miguel Ángel GONZALO ROZAS (Congreso de los Diputados), José David HERNÁNDEZ GONZÁLEZ (Comunidad Autónoma de la Región de Murcia), José María PICALLO BUA (Xunta de Galicia), Joaquín Miguel BURGAR ARQUIMBAU (Diputación de Castellón), Joaquín MESEGUER YEBRA y Victoria ANDERICA CAFARENA (en aquel momento ambos en el Ayuntamiento de Madrid), Roberto MAGRO PEDROVIEJO (Ayuntamiento de Alcobendas) y Concepción CAMPOS ACUÑA secretaria de administración local, así como Carmen MAYORAL de la Federación Española de Municipios y Provincias. De los organismos de control de la transparencia participaron, Javier AMORÓS DORDA, Petra FERNÁNDEZ ÁLVAREZ y Enrique ORDUÑA PRADA (CTBG); Milagros OTERO PARGA (en aquel momento Valedora do Pobo de Galicia); Elisabet SAMARRA I GALLEGO (GAIP) y Daniel CERDÁN ELCID (Comisionado de Canarias). De las organizaciones de la sociedad civil participaron Yolanda QUINTANA (PDLI) y Elisa DE LA NUEZ (Fundación Hay Derecho); mientras que otros conocidos profesionales y activistas de la transparencia que hicieron llegar sus respuestas fueron el abogado Juan Carlos GARCÍA MELIÁN, el periodista Jesús ESCUDERO, así como los consultores Joseba EGUÍA, Francisco Javier LÓPEZ CARVAJAL y Alberto ORTIZ DE ZARATE. Además, se pidió colaboración a políticos de todos los partidos, recibiendo respuesta solamente del diputado madrileño Miguel ONGIL LÓPEZ.
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	Véase el llamamiento de expertos en transparencia solicitando que se reconozca en España el derecho de acceso a la información como un derecho fundamental: https://www.access-info.org/es/frontpage-es/27052
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	Darbishire, Helen: «Access Info insiste a España que reconozca el acceso a la información como derecho fundamental» 11/04/2019. https://www.access-info.org/es/frontpage-es/30878 consultado 14/06/2019
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	 (5) 

	Algo esencial en el caso de una constitución extremadamente rígida, pues su evolución por vía interpretativa se deja en manos del Tribunal Constitucional. Sobre la configuración constitucional de los derechos fundamentales, podría citarse la idea italiana de los derechos implícitos (Baldassare, A. 1997: 59-60), véase Corchete Martín, M. J. (2007: 544-546) o como más precisamente señala Laporta (2002: 19) «que al lado de las reglas y principios que las fuentes identifican como pertenecientes al ordenamiento hay otras reglas en estado latente que se pueden inferir de aquellas y ser aplicadas a un caso para el que las reglas visibles o explícitas no parecen dar solución».
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	Desde el «correcto funcionamiento transparente de los mercados en beneficio no solo de la competencia, como presupuesto del propio concepto de economía de mercado, sino también la seguridad de los derechos económicos de los ciudadanos. Por lo que la incidencia del valor de la transparencia lleva, necesariamente, a una reforma de nuestro "modelo de supervisión", en particular con la creación de organismos autónomos independientes de cara a la protección de cliente mediante la supervisión de la contratación de productos financieros» (Ibidem).
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	Se dejan al margen otras observaciones —no por ello carentes de importancia— como es la necesidad de destacar una sección de preguntas frecuentes en los portales de transparencia para la incorporación de aquellas materias que son objeto recurrente de solicitudes de información (tal y como se encomienda a las unidades de información art. 21.2 f. LTBG), o los problemas derivados de la recepción del acceso a través de documentos escaneados como imagen y sin utilizar software de reconocimiento de texto, lo que impide su tratamiento (especialmente cuando se incluyen URLs).
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	Los criterios que se han desarrollado sobre causas de inadmisión versan sobre solicitudes de información compleja o voluminosa (CI 5/2015), información auxiliar o de apoyo (CI 6/2015), información que requiera una acción de reelaboración (CI 7/2015), así como solicitudes repetitivas o abusivas (CI 3/2016).
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	También son numerosas las referencias a la necesidad de eliminar la referencia a la concurrencia de un interés «privado superior» a la hora de atender a las circunstancias del caso para la aplicación de los límites (art. 14.2 LTBG).
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	En 2015 el CTBG emitió un criterio relativo a los límites del artículo 14 y 15 junto a la Agencia Española de Protección de Datos (CI 2/2015, de 24 de junio sobre aplicación de los límites al derecho de acceso), pero no ha sido hasta 2019 cuando ha abordado de manera concreta uno de los límites del artículo 14 LTBG relativo a la existencia de perjuicios para los intereses económicos y comerciales (CI 1/2019, de 24 de septiembre). Aparte, debería revisarse a la luz de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales y del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos.
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	Sentencia del Tribunal Constitucional 104/2018, de 4 de octubre de 2018. Cuestión de inconstitucionalidad 5228-2017. Planteada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón respecto al artículo 31.2 de la Ley 8/2015, de 25 de marzo, de Transparencia de la Actividad Pública y Participación ciudadana de Aragón. Competencias sobre procedimiento administrativo: nulidad del precepto legal autonómico que establece el silencio positivo para las peticiones de acceso a la documentación administrativa. Voto particular (BOE núm. 264/2018, de 1 de noviembre).
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	Según el artículo 21.4 LPAC «las Administraciones Públicas deben publicar y mantener actualizadas en el portal web, a efectos informativos, las relaciones de procedimientos de su competencia, con indicación de los plazos máximos de duración de los mismos, así como de los efectos que produzca el silencio administrativo».
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	Las propuestas que se formulan son muy diversas y varían en función del objeto de interés de los participantes. Por citar algunas se indican las siguientes: información relativa a los contratos por fases abarcando el pago, incluir la agenda de los altos cargos y el detalle individualizado de los viajes oficiales, las grabaciones (y retransmisión online en directo) de las sesiones plenarias de los órganos como los plenos de los Ayuntamientos, entre otras.
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	Al respecto se indica la habitual falta de buscadores o la deficiente funcionalidad de los que existen para recuperar información.
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	Este aspecto es especialmente importante ante información económica (presupuestos, listados de contratos con desglose económico, etc.) que solo puede ser tratada fácilmente si se ofrece en hojas de cálculo que permitan operar con ellas para recalcular, extraer porcentajes o realizar otras operaciones libremente.
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	Dicha posibilidad de comparación se proyecta sobre los documentos de una misma Administración, pero también sobre los que dispongan otras Administraciones sobre las mismas materias.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	Véase el respecto las veinte recomendaciones de Sierra y Soto (2018: 801-803) que formulan tras un análisis de las páginas web de administraciones andaluzas.
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	Una configuración como organismos dependientes de los parlamentos o, al menos, separados de cualquier dependencia funcional dentro del organigrama de la Administración, permitiría reforzar las posiciones que abogan por habilitar los recursos ante los organismos de garantía contra las resoluciones de los sujetos obligados del artículo 2.1 f) correspondiente a las instituciones del Estado y autonómicas análogas.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Este aspecto se convierte especialmente en un problema cuando los órganos colegiados de los organismos de control autonómico contemplan directamente a representantes políticos que integran los grupos parlamentarios. Véase al respecto Sendín (2014), Jiménez Asensio (2017), Martín Delgado (2018) o Sierra (2018a).
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	Las carencias conceptuales se reflejan en el tipo de indicadores que se incluyen en las evaluaciones. De hecho, algunas las propuestas recabadas parten desde perspectivas distintas y abogan por señalar como una carencia la baja presencia de algunos tipos de indicadores, por lo que es necesario generar un debate sobre lo que se quiere medir y, por tanto, el tipo de indicadores que se deben incluir en este tipo de evaluaciones más allá de los que resulten del cumplimiento normativo. Entre los indicadores citados están los siguientes: derechos humanos, mecanismos de lucha contra el fraude, conservación y eliminación de documentos, procedencia de la información pública, open data y reutilización, entre otros.
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	Además, se subraya la importancia de la disposición de los ficheros de microdatos para facilitar su reutilización y explotación por terceros, de manera similar a la práctica que lleva a cabo el CIS con sus archivos de encuesta, y en el ámbito de la transparencia el Sindic de Greuges de Catalunya, que permite la descarga de la base de datos con la que elabora su informe anual sobre transparencia.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	Órganos constitucionales, jurisdiccionales, Administración General de Estado, así como sus correspondientes en el ámbito autonómico y local, entes públicos vinculados a las administraciones públicas, autoridades independientes, corporaciones de derecho público en el ejercicio de potestades de derecho público, fundaciones, universidades y consorcios públicos, así como grupos parlamentarios/políticos a nivel estatal, autonómico y local.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	Registro que se establece en el artículo 30 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.


	 Ver Texto 




	 (24) 

	Hay planteamientos que llevarían a separar la normativa de buen gobierno de la transparencia, pues las normas de buen gobierno no sancionan la opacidad y solo se refieren a la transparencia como principio general (art. 26.2,a,1º LTBG) y como principio de actuación (art. 26.2,b,7º LTBG).


	 Ver Texto 




	 (25) 

	Sobre la gestión documental y archivos se recogen diversas preocupaciones entre las que se apunta a la ausencia de una coordinación entre la legislación de transparencia y de archivos (también susceptible de modernización). Esto lleva a que se produzcan situaciones paradójicas, como por ejemplo, la falta de transferencia a los archivos de la información publicada en las páginas web, o la carencia de consecuencias eficaces en caso de eliminación de documentos públicos cuando se produce fuera del procedimiento legal.


	 Ver Texto 




	 (26) 

	La previsión de la LTBG en su Disposición Adicional Primera respecto a los regímenes específicos de acceso a la información, que se rigen por su normativa específica y supletoriamente por la LTBG, es una cuestión a solventar y que produce disfunciones en el sistema. También, debería ofrecerse una solución a las solicitudes de información de personas jurídicas, de determinados colectivos cualificados como los sindicatos y de los que requieren una mayor inmediatez del acceso como son los periodistas, a su vez, se podría articular una coordinación adecuada del derecho de acceso con las solicitudes de información de cargos electos.


	 Ver Texto 




	 (27) 

	De hecho, siempre se ha considerado a la esfera autonómica como un espacio en el que mejorar la regulación estatal (Cotino, 2014: 65 y ss.).


	 Ver Texto 




	 (28) 

	Corporaciones de Derecho Público, casa de su Majestad el Rey, el Congreso de los Diputados, el Senado, el Tribunal Constitucional y el Consejo General del Poder Judicial, así como el Banco de España, el Consejo de Estado, el Defensor del Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el Consejo Económico y Social y las instituciones autonómicas análogas


	 Ver Texto 




	 (29) 

	Otras propuestas sobrepasan claramente el ámbito de la transparencia y llevan al establecimiento de mediciones del nivel de cumplimiento de los programas electorales.


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Difícilmente se puede realizar un control adecuado del cumplimiento de las obligaciones de la ley si no se acompaña de previsiones complementarias como un censo de entidades subvencionadas u otro instrumento del que se extraiga la relación de entidades privadas que quedan obligadas según el art. 3 b) LTBG.


	 Ver Texto 




	 (31) 

	Los contenidos de la Declaración de Cádiz fueron reiterados al año siguiente en la Declaración de Málaga en 2019 al evidenciar que no se han producido avances respecto a las cuestiones incluidas en la declaración.


	 Ver Texto 




	 (32) 

	La Ley 19/2013 en el artículo 38.2.a) atribuye al Presidente del CTBG la función de «adoptar criterios de interpretación uniforme de las obligaciones contenidas en dicha Ley», lo que permite un desarrollo cuasi reglamentario y, por tanto, completar la propia Ley.


	 Ver Texto 




	 (33) 

	No se puede finalizar este artículo sin mencionar tres referencias de interés. La primera de ellas es un texto de contenido similar que se realizó en paralelo a nuestra recogida de datos y que contiene amplias coincidencias en los planteamientos y propuestas que se formulan. El documento «10 propuestas de reforma para 10 carencias detectadas» elaborado por Isaac Martín Delgado como documento de conclusiones del Congreso sobre la Reforma de la Ley Estatal de Transparencia, sintetizaba muchas de las cuestiones y propuestas aquí tratadas en los siguientes puntos principales: 1º. Reconocimiento del derecho de acceso como derecho fundamental; 2º. Identificación de la información que posee la Administración; 3º. Reforzar la publicidad activa; 4º Acotar los límites del derecho de acceso; 5º. Mejorar el procedimiento de acceso; 6º. Concretar las causas de inadmisión de la solicitud de acceso; 7º. Incluir un título de infracciones y sanciones frente a incumplimientos; 8º. Potenciar el papel de los órganos de control; y 9º Apostar por la gestión documental como espina dorsal de la transparencia y del Gobierno Abierto; entre otras. La segunda referencia es la conferencia de Miguel Ángel Blanes Climent en el IV Congreso Internacional de Transparencia (Málaga 2019) que sintetizaba en diez cuestiones los cambios a realizar en la regulación de la transparencia: 1º. Reconocimiento del derecho de acceso como derecho fundamental; 2º. - Mejorar la concreción de los límites y causas de inadmisión; 3º. Unificar los regímenes de acceso (D.A.1ª); 4º. Simplificar el procedimiento de acceso para hacerlo más sencillo y eficaz; 5º. Impulso a la gestión documental y los archivos; 6º. Atribuir a los órganos de garantía potestades sancionadoras e inspectoras; 7º. Modificar la Ley 29/1998 para instaurar un procedimiento judicial rápido, eficaz, gratuito, sin abogado, ni procurador respecto al derecho de acceso y la publicidad activa; 8º. Aumentar la transparencia de las entidades privadas prestadoras de servicios de interés general y concesionarios; 9º. Mejorar el régimen de infracciones y sanciones frente a incumplimientos; y 10º. Ampliar la competencia de los órganos de garantía respecto a instituciones constitucionales y estatutarias en materia de personal, gestión patrimonial, presupuestaria y contratación pública. La tercera es un artículo de Severiano Fernández Ramos (2018b) titulado «La transparencia pública: pasado, presente y futuro» en el que comparte un balance y propuestas similares a las aquí expresadas.


	 Ver Texto 










Capítulo 2 La Reforma Administrativa como Instrumento del Buen Gobierno y de la Transparencia Pública

José Manuel CANALES ALIENDE




	Comentarios

	
	Resumen

	El objetivo principal de este texto teórico es analizar la Reforma Administrativa como un instrumento clave para el logro del Buen Gobierno y de la Transparencia, y ello en un nuevo contexto socio político y económico mundial. Por otro lado, la Reforma Administrativa se considera complementaria de la Reforma Política y de la educación cívica de la ciudadanía.










 1.  ALGUNAS CONSIDERACIONES GENERALES PREVIAS

Este texto es ante todo reflexivo, desde la perspectiva de la Ciencia Política y de la Administración, y no un estudio de naturaleza jurídica.

La Reforma Administrativa, la Modernización Administrativa, la Innovación Administrativa o el Cambio Administrativo son términos sinónimos utilizados hoy, por todos los autores al tratar este fenómeno.

Hay que señalar que no obstante, lo que nos pone de manifiesto el estudio comparado en España, es la doctrina de distinguir expresamente Reforma Administrativa de Modernización Administrativa.

La primera denominación se identifica con el cambio operado, principalmente en la denominada Administración General del Estado, acontecida durante los años sesenta fruto del Plan de Estabilización de 1959 en la España franquista de orientación tecnocrática, y basada tan sólo en dos medios: el cambio legislativo y en la incorporación de algunas técnicas de importación estadounidense (básicamente el presupuesto por programas, y la organización y métodos).

Por el contrario, la Modernización Administrativa se denominará al proceso iniciado a raíz del primer gobierno del PSOE en 1982, siendo su protagonista el ministro Joaquín ALMUNIA y su inspirador el famoso documento de la OCDE titulado: «La Administración al servicio del ciudadano y el ciudadano como cliente» (1)  documento que plasmaba el objetivo y la orientación servicial de la Administración Pública a través básicamente de la receptividad, y siendo su objetivo y contenido mayor que el de la pura Reforma Administrativa legal-tecnocrática de los años setenta. Además, la modernización se configuró en primer lugar como un ideal y un reto para todas las Administraciones Públicas del país, y en segundo término como un proceso complementario y paralelo en simbiosis unitaria a los del cambio socioeconómico, cultural y político del momento.

Hay que destacar que la idea y valor de la receptividad está muy ligada a la transparencia. Por otro lado la Reforma Administrativa no es algo nuevo, sino que es una constante histórica fruto del constitucionalismo contemporáneo y en particular en lo que se refiere a España, y merece la pena resaltar lo que decía al respecto un ilustre autor: «Reformas bandera de los pronunciamientos todos, fantasmagoría para distraer y embaucar a los pueblos, anuncio de situaciones apuradas, cantinela de la Administración Pública, el pan nuestro de cada día rezado por todo ministro nuevo...» (2) .

Personalmente en una publicación de hace unos años, opté y preferí utilizar la denominación de «innovación administrativa» por entender que este término, sinónimo de los anteriores, era más expresivo del momento actual y ello en base a dos razones, a saber: «...la llamada globalización y su compleja y plural problemática y la sociedad del conocimiento con el desarrollo exponencial e imparable de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación» (CANALES ALIENDE, 2003).

Además de lo anterior, tanto la Reforma Administrativa, como el Buen Gobierno, así como la Transparencia, son ante todo y sobre todo, unos fenómenos, retos y procesos de los que cabe decir que:


	
a)  Están todos íntima y complementariamente integrados, en una visión, modelo y reto homeostático dentro de cada sistema político, en donde el Estado ocupa un lugar privilegiado, si bien hoy éste no es centrípeto sino policéntrico.

	
b)  Todos éstos son a su vez, medios o instrumentos, y no fines, para el logro y la consolidación de la democracia al servicio de la ciudadanía y de la sociedad civil.

	
c)  Todos los fenómenos y procesos deben contener e implicar valores públicos (3) . La tesis de este artículo es fundamentalmente y sobre todo, poner de relieve que la Reforma Administrativa está ligada al Buen Gobierno y a la Transparencia y que además ésta es un instrumento privilegiado conjuntamente y de apoyo a los mismos.

	
d)  Suponen una nueva redistribución de los roles de los actores sociales y políticos, y una nueva forma de relación interdependiente entre ellos.

	
e)  Fomentarán la productividad, la eficiencia y el desarrollo económico.

	
f)  La participación ciudadana como expresión de la democracia participativa y como manifestación complementaria de la democracia representativa va íntimamente ligada y es un efecto y una causa de la Reforma Administrativa, la Transparencia, y el Buen Gobierno. En ese sentido, destacaría el Libro Blanco de la Gobernanza Europea, de la Comisión Europea, publicado el 25 de julio de 2001, vinculado y relacionado con el Buen Gobierno y la Transparencia en el ámbito de la Unión Europea.

	
g)  En su desarrollo debe tenerse en cuenta la existencia de diversos niveles de Gobierno y de Administración Pública, donde operan los principios de interdependencia y de gestión en red, y de la necesaria colaboración y cooperación institucional.

	
h)  Aportan mayor legitimidad democrática y social.

	
i)  Los tres fenómenos necesitan e implican un nuevo modelo de liderazgo político, fundamentalmente caracterizado por las notas de tener que ser: a) integrador; b) transaccional; c) transformador; d) relacional; e) ético con valores públicos; f) la vinculación a la información y comunicación pública como aspectos y medios claves.



El contenido del Buen Gobierno es muy complejo y hace unos años, señalaba que el Buen Gobierno, entre otros principios y valores implicaba sustancialmente lo siguiente: (CANALES ALIENDE, 2014: 19)


	
a)  Transparencia y apertura («Open Goverment»)

	
b)  Receptividad

	
c)  Integridad ética

	
d)  Vías de participación en el interior de sus empleados y de la ciudadanía en el exterior

	
e)  Rendición de cuentas y exigencia de responsabilidades.

	
f)  Eficacia, eficiencia y Economía.

	
g)  Accesibilidad física y documental.

	
h)  Legalidad y calidad de las leyes aprobadas.

	
i)  Respeto y garantía de los derechos humanos.

	
j)  Evaluación de los resultados de gestión.

	
k)  Emprendimiento y ecología.



No obstante, lo anterior, tanto la Ley 19/2013 del 9 de diciembre de Transparencia, Acceso a la información, y Buen Gobierno, así como las diferentes legislaciones autonómicas publicadas sobre esta materia, han supuesto una importante novedad normativa y de sensibilidad social, a pesar de sus lagunas e insuficiencias.

2.  ALGUNAS REFLEXIONES ESENCIALES: CARACTERÍSTICAS DE LA REFORMA ADMINISTRATIVA

Como ya se ha señalado precedentemente la Reforma Administrativa, es un fenómeno que no es nuevo, sino que es constante y que implica siempre la adaptación constante en un proceso inacabado e inacabable al contexto histórico de cada momento.

La Reforma Administrativa requiere entre otros factores o variables, las siguientes:


	
a)  Un debate y una agenda pública.

	
b)  Voluntad política para su implementación continua y no su mera formulación, para que ésta no sea algo puramente simbólico.

	
c)  Unas élites políticas y administrativas que la dirijan (4)  y líderes con eficacia... «Guiar un proyecto, una visión por medio de una información absolutamente transparente y veraz, es lo que distinguiría al buen liderazgo del futuro y a las Administraciones que quieran afrontar de forma rigurosa los retos del nuevo siglo». (RECODER y JOCY 2011: 39).

	
d)  La formulación, concreción y la difusión de un claro plan estratégico; con expresión nítida de sus metas, indicadores, medios y resultados esperables y evaluables.

	
e)  Concretar la posible colaboración público-privada y cómo realizarla; controlando las subvenciones y las concesiones.

	
f)  La priorización de objetivos y de programas a llevar a cabo.



La Reforma e Innovación administrativa por otro lado, no es un proceso, ni experiencia, ni tiene resultados uniformes en todos los países. Cada realidad y contexto administrativo es diferente y requiere tras su previo análisis riguroso, respuestas y soluciones diferentes.

No hay pues una «fórmula» y solución universal y única aplicable a todos los países. Ahora bien, el contexto en el que va a acontecer en la actualidad cualquier proceso de Reforma Administrativa, está caracterizado esencialmente en mi opinión, por estos hechos estructurales:


	
a)  La Globalización.

	
b)  El Cambio Climático.

	
c)  La Digitalización.

	
d)  La Multiculturalidad y los Procesos Migratorios.

	
e)  El peligro de una nueva Tecnocracia.

	
f)  La Trivialización y la manipulación de los medios de comunicación social.

	
g)  La inseguridad y la incertidumbre de la dinámica social.



En cuanto al contenido y a la finalidad esencial de la Innovación, o de la Reforma Administrativa, ya hace años el profesor Luis JORDANA DE POZAS (5) , señalaba que ésta tenía dos aspiraciones básicas a saber: a)una acepción amplia en la que la Reforma Administrativa solía plantearse como una consecuencia inevitable de toda Reforma Constitucional; y b) otra más restringida, que hace referencia a una acción continuada y constante para mejorar las Administraciones Públicas en su organización, en sus métodos y en su funcionamiento.

La Reforma Administrativa o Innovación Administrativa, supone pues un proceso complejo de contenido y metodología multidisciplinaria, en el que intervienen diversos y varios autores e instituciones políticas, administrativas y sociales y en el que influyen factores exógenos y endógenos de distinto tipo.

Hoy en día es necesario pues, repensar las normas y metodología epistemológicas, organizativas y procedimientos tradicionales. Cambiar por cambiar a veces puede ser un absurdo y algo puramente formal y simbólico, cuando no se produce ningún cambio real ni estructural ni organizacional en los resultados de la Administración Pública. No basta pues cambiar las apariencias o los factores externos del sistema administrativo existente. Debe ser un cambio, que olvide las disfunciones y que por el contrario promueva la innovación real.

Dentro de la Innovación Administrativa o Reforma Administrativa, los cambios deben ser esenciales en la gestión pública y en las técnicas aplicables, pero también en el cambio institucional (6) . En este sentido, se ha señalado que, «si las personas son claves en el cambio institucional, por el cambio de valores y de cultura de éstos, también lo son las instituciones cuando éstas tienen estabilidad y dinamicidad y; cuando las élites que las dirigen son pro activas y no extractivas».

Ahondando en lo anterior, el Neoinstitucionalismo es el nuevo enfoque teórico de las ciencias sociales, de origen anglosajón, que ha implicado una visión no racionalista de las instituciones, señalando la importancia del contexto para éstas, así como explicando más certeramente los procesos de cambio social (7) .

Como ha señalado NORTH: «Las instituciones son las reglas del juego en una sociedad o, más formalmente, son las limitaciones ideadas por el hombre que dan forma a la interacción humana. Por consiguiente, estructuran incentivos en el intercambio humano, sea político, social o económico. El cambio institucional conforma el mando en que las sociedades evolucionan a lo largo del tiempo, por lo cual, es la clave para entender el cambio histórico...». «El cambio institucional es un proceso complicado porque los cambio habidos al margen, pueden ser consecuencia de los cambios en cuanto a normas, limitaciones informales y diversas clases de efectividad y observancia coercitiva. Además, generalmente, las instituciones cambian de un modo incremental no de un modo discontinuo...» (1990: 13 y 17).

Ahora bien, para iniciar un proceso de Reforma Administrativa, hace falta primeramente que sea clara su necesidad y su oportunidad. Así entre otros, RECODER y JOLY, han señalado al respecto: ... «Para liderar un proceso de cambio, lo primero que se tiene que hacer es reconocer la necesidad, y esto por suerte la mayor parte de nuestra sociedad no solamente lo entiende, sino que lo espera, y una parte importante del mundo político y funcionarial lo cree necesario...» (2011:211 y 212)

Constituye un paradigma actual, que le cambio social, solo es posible básicamente a través de dos medios:


	
a)  La Educación.

	
b)  La Innovación (el I+D)



Por ello, tanto la Reforma Administrativa, como el Buen Gobierno y la Transparencia, no pueden olvidar este hecho antedicho y en su praxis deberán ser innovadores y orientadoras de los actores políticos y sociales, de las instituciones públicas, de la ciudadanía y de la sociedad civil. No pueden pues, ser de filosofía, orientación e implementación estática, sino plenamente dinámica, acorde con los procesos de cambio acelerados que vive el mundo actual; correspondiéndole además concretar y hacer realidad el Buen Gobierno.

El papel pues, conforme a lo anterior, de la Reforma Administrativa, como coadyuvante privilegiado en este proceso múltiple, será el de acometer en particular la reforma del aparato administrativo y de sus personas, y en especial deberá incluir entre sus objetivos en mi opinión, los siguientes:


	
a)  Abarcar a la totalidad de la Administración Pública, es decir, ser integral o «holística»

	
b)  La configuración organizativa, competencial y procedimental de las Administraciones Públicas, acorde con la eficacia, transparencia y el Buen Gobierno. El modelo weberiano opaco y formalista, y sus resquicios deben eliminarse pues al máximo posible.

	
c)  Introducir una nueva cultura pública y de valores públicos y entre ellos, obviamente los de Transparencia y Buen Gobierno, y que éstos, sean interiorizados, exteriorizados y desarrollados al máximo posible.

	
d)  Seleccionar y capacitar a los directivos, gerentes y empleados públicos de forma diferente y acorde con lo antes dicho.

	
e)  Establecer y fortalecer mecanismos sólidos y eficaces de evaluación de las políticas públicas, los bienes públicos y los servicios públicos. Sin evaluación, no cabe medir ni conocer la Transparencia y el Buen Gobierno, ni facilitar la rendición de cuentas (8) .A diferencia de otros países, en España, no hay una experiencia y cultura de la evaluación y ello además contando con el fracaso de la hoy desaparecida Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios, en la Disposición Adicional regulada por la Ley 28/ 2006, del 18 de julio, reguladora de las Agencias Estatales.

Así han señalado entre otros BOTE, GARCES, GARCÍA, MARÍN y NAVARRETE:... «Frente a la invisibilidad actual del sistema central y evaluación de políticas y programas públicos de la Administración del Estado, ha de constituir una prioridad dotar de publicidad y transparencia las actuaciones de evaluación, a través de una doble vía: la publicidad administrativa, mediante la publicación de diarios oficiales o páginas web de los informes o de los resultados más relevantes de la evaluación y la transparencia parlamentaria mediante suministro de los trabajos para su análisis, debate y consideración por el poder legislativo, responsable último de la aprobación de los presupuestos generales del Estado (P:E.E.), donde se asignan recursos a las diferentes políticas y programas públicos...». (2007:21 y 22)



	
f)  Incorporar y adaptar técnicas modernas de gestión. Los nuevos modelos y protocolos de la «postgestión pública» o del «management» deben aplicarse.

	
h)  Fomentar en su interior y respecto al exterior, la Responsabilidad Social Corporativa (9) .

	
i)  Deben crear «valor público» (10)  a través de una adecuada estrategia organizativa y operativa, que satisfaga los desarrollos sociales y ciudadanos.

	
j)  Impulsar el liderazgo transformador en todas las instituciones públicas.

	
k)  Constituyen instrumentos de prevención y de extinción de la corrupción. Como ha señalado entre otros: Oscar OSZLAK: «Se dirá que la corrupción es un fenómeno tan viejo como el mundo. Es cierto. Lo trágico es que se haya incorporado a la vida cotidiana como un tema tan trivial...» (2018:1 a 4)

	
l)  Incorporar medidas y protocolos de monitoreo y transparencia expresa de la gestión económica-financiera en general, y del presupuesto y la contratación pública en particular.



Según PONT VIDAL (2017), los fundamentos teóricos-conceptuales, de los nuevos modelos de Administración y Gestión Pública, serán los siguientes:








	PARADIGMA
	MODELO
	FUNDAMENTO TEÓRICO-CONCEPTUAL




	Continuidad
	Nueva gestión pública
	
- Lógica de sistemas abiertos/cerrados y lineal, desarrollada en entornos simples, predecibles y con baja resistencia al cambio.

- Teoría de la elección pública

- Teoría económica de la burocracia

- Nuevo institucionalismo económico y gerencia profesional

- Three Ms: «mercados-gerentes-medición»





	Transición
	
Post nueva gestión pública

Nuevo servicio público


	
- Inspirado en los fundamentos de la NGP

- Lógica de sistemas abiertos

- Énfasis output-control

- Gobernanza social

- Reafirmación de valores democráticos





	Modelo relacional de Gobierno
	
- Lógica sistémica de sistemas autorreferenciales

- Teoría de juegos

- Lógica de mercado





	Modelo de Enfoque de gobierno integral (WOG)
	
- Inspirado en los fundamentos de la NGP

- Complejidad

- Redes informales

- Personalización de servicios





	Modelo Evidence -based policy making
	
- Planificación estratégica

- Orientación al mercado







Para el antes citado autor (2018:164), el papel del sector público, y sus cambios en este siglo, como consecuencia de los modelos antes dichos sería el siguiente:

El sector público en su eje central sería el catalizador del bienestar y el éxito de la sociedad y sus actores (población, comunidades y compañías)

En torno al eje central se desarrollan tres funciones principales del sector público:


	
1.  Sector público como la única gran «industria», inversor, comprador, empleador

	
2.  Sector público como creador y regulador de políticas

	
3.  Sector público como proveedor de servicios clave



Cada función se articula en función de cuatro temas y genera tres productos:


	
-  Tema 1: Participación ciudadana

	
-  Tema 2: Nuevas formas de trabajo colaborativo

	
-  Tema 3: Liderazgo y gestión para el cambio
	
•  Producto 1: Crecimiento sostenible

	
•  Producto 2: Cohesión social

	
•  Producto 3: Empleo





	
-  El paso de una función a otra supone cuatro desafíos clave:

	
-  El desafío de la innovación

	
-  El desafío de la sostenibilidad

	
-  El desafío del aprendizaje

	
-  El desafío de la productividad



El acceso a la información, la actitud de querer ser transparente, en definitiva, el juego limpio, tiene un impacto fundamental en muchos aspectos, como por ejemplo la formación, la cultura de un país, su grado de desarrollo, la lucha contra la corrupción, la ética, los valores, la buena gestión y también la eficiencia económica. Donde hay transparencia el escenario cambia, los actores son otros, las actitudes diferentes y todo ello desemboca en otro debate público. El escenario resultante se encuentra lejos de aquel que conlleva la opacidad, porque ésta genera fuentes de poder para los que ostentan la información, especulación en el tiempo, corrupción y otras miserias que convierten ciertas facciones en auténticas falsas expertas y poderosas de una sociedad que entrará en decadencia si no es capaz de salir de estos caminos (RECODER y JOLY.2011:164).

Para analizar y sintetizar lo anterior, los ejes de cambio, de la transparencia y de la participación, integrados simultáneamente, serían los siguientes:
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3.  EPÍLOGO Y PRINCIPALES CONCLUSIONES

Para finalizar, y como ya he dicho antes, la Reforma Administrativa, la Transparencia y el Buen Gobierno son ideales, valores, retos y procesos paralelos y complementarios con la finalidad de lograr la «felicidad» de la ciudadanía según la clásica visión de la Ilustración (11) , con una orientación sustancialmente servicial y humanista. Hace falta un nuevo modelo servicial y un nuevo contrato social en el ámbito público.

Estos fenómenos señalados, son ante todo unos fenómenos sociales y lógicamente vendrán determinados por la dinámica y la realidad social. La «sociedad del bienestar» es el objetivo principal del Estado del Bienestar, desarrollado por una Administración Pública postmoderna y eficaz en su visión, misión y acción.

El Buen Gobierno impulsado y apoyado por la Reforma o Innovación Administrativa, implicará por tanto transparencia, eficacia, responsabilidad y rendición de cuentas; pero además supondrá la satisfacción con calidad de la demanda de bienes y servicios de la ciudadanía; aportando sin duda también confianza y legitimidad a las instituciones públicas partícipes (El Gobierno y la Administración Pública).

Ahora bien, como también ya se ha resaltado antes, el logro de ello se debe llevar también a cabo esencialmente y básicamente a través de la innovación la educación, y no solo quedarse en meras afirmaciones y medidas de contenido simbólico y legal. En este último sentido, ya hace años Michel CROZIER señalaba: «...Toda sociedad es un sistema complejo y por ello no puede ser transformada o cambiada por simple decisión, incluso cuando se dispone de la mayoría de los votos en democracia...» y (1984:21); «...Toda reflexión sobre una estrategia de cambio debe partir, pues, del fenómeno administrativo...» (1984:73); y «Del mismo modo que la virtud, tampoco la igualdad y la democracia pueden obtenerse por dentro; antes al contrario se ganan, se merecen, o tomando otra imagen se construye...». (1984:168).

Por tanto, es un deber y un reto, la formulación, la construcción y el desarrollo de una nueva democracia a pesar de sus disfunciones (12)  y ello básica y esencialmente a través de la Transparencia, el Buen Gobierno y la Reforma Administrativa.

La Reforma Administrativa a su vez, debe implicar fundamentalmente: a) Un cambio institucional y procedimental; b) Un cambio de la cultura corporativa pública; y c) Un cambio en los valores y en la conducta de la clase política y de los empleados públicos.

Las leyes que acompañan y desarrollan estos fenómenos, serían un buen instrumento y una base para el cambio, pero no el único y el principal medio. No olvidemos que éstos además de ser a veces insuficientes y no cumplirse siempre, ni motivan ni sobre todo son lo suficientemente imperativos o coactivos, para su buen cumplimiento.

Estimo de forma indubitada, sin perjuicio de todo lo anterior, en la necesidad de que la Participación Ciudadana y la Educación Ciudadana, sean dos valores e instrumentos también necesarios en este nuevo cambio social que se pretende a través del desarrollo de estos principios y valores aquí señalados (13) .

Como ha señalado además DEL ÁGUILA: «Los ciudadanos serán juiciosos, responsables y solidarios, únicamente si se les da la oportunidad de serlo mediante su implicación, en diversos foros de deliberación y decisión. Y cuantos más ciudadanos estén implicados en ese proceso, mayor será su legitimidad e igualmente, mayor será su capacidad para controlar el gobierno e impedir abusos. La participación creará mejores ciudadanos y quizás simplemente mejores individuos...» (1996: 36).

Por último, también señalaría de nuevo que:... «El logro de la calidad democrática, una cuyas manifestaciones sería el Buen Gobierno, requiere un nuevo marco conceptual e institucional más amplio, ya que debe contemplarse dentro de la realidad de cada sistema político-administrativo. En este sentido antedicho, no bastarán sólo el conjunto de medidas que se incluyen dentro del llamado Buen Gobierno, sino que también se deberán acompañar y completar, con una transformación de la configuración y actuación de los principales actores e instituciones políticas de carácter decisorio y representativo» (CANALES ALIENDE, 2014: 24).

Así pues y para concluir, la Reforma Administrativa y la Reforma Política, ambas complementarias, se requieren y se necesitan cara a la Transparencia y el Buen Gobierno, y ello dentro de una Democracia plena, reflexiva, deliberativa y participativa, como modelo ideal a conseguir lo más plena y satisfactoriamente posible.
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